En la ciudad de Mar del Plata, a los 13 días del mes de setiembre del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2697-MP0 “GONZALEZ ALEJANDRO GUSTAVO s. APELACIÓN”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Mora y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado en lo Correccional N° 4 del Depto. Judicial Mar del Plata dictó sentencia en el marco de la revisión judicial instada conforme el art. 54 del Decreto ley 8751/77 por el señor Alejandro Gustavo González contra la resolución (sentencia) del Juzgado de Faltas N° 5 dependiente de la Municipalidad de General Pueyrredon. En tal pronunciamiento, el magistrado de la instancia resolvió confirmar lo resuelto por la Juez de Faltas en cuanto halló responsable al recurrente de la infracción a la Ordenanza 6997, art. 2.1.1. Anexos I y II, empero sustituyó la pena de multa fijada en sede administrativa por la de amonestación.

II. Contra dicho fallo la Municipalidad de General Pueyrredon articuló recurso de apelación fundado. Denegado el citado remedio por el a quo, la comuna interpuso recurso de queja ante la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Depto. Judicial Mar del Plata.

III. A fs. 31/35 la Sala III de la mencionada Cámara hizo lugar al recurso de queja interpuesto por el Municipio y se declaró incompetente para entender en la controversia planteada, resolviendo enviar las actuaciones a este Tribunal.

IV. Recibidas las actuaciones en esta Cámara, declarada la competencia de este Tribunal [cfr. res. de fs. 121/130], sustanciado el recurso de apelación con la contraria [cfr. fs 66 y 70/74] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [cfr. providencia de fs. 135], corresponde votar las siguientes:
CUESTIONES
1. ¿Resulta oportuno el cuestionamiento a la competencia de este Tribunal efectuado a fs. 70/74 por el accionante en la oportunidad de replicar los agravios?

En caso negativo,

2. ¿Corresponde anular el pronunciamiento de fs. 23/24?

A la primera cuestion planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I. En lo que concierne a la solución de la cuestión sometida a conocimiento de este Tribunal, la parte accionante postula a fs. 70/74 su disconformidad en cuanto a las razones blandidas por esta Alzada en la oportunidad de acoger la declinatoria de competencia realizada por la Sala III de la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal del Depto. Judicial de Mar del Plata.

II. Rememorando la cuestión de competencia acontecida en la causa, cabe precisar que:

(i) Contra la sentencia de fecha 31-08-2010 la Municipalidad de General Pueyrredon interpuso recurso de apelación fundado, el que fue denegado por el a quo [v. fs. 45/49].
(ii) Interpuesto por la comuna recurso de queja, la Sala III de la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal del Depto. Judicial de Mar del Plata acoge el remedio aunque declarando oficiosamente su incompetencia para entender y sentenciar el caso.

(iii) Mediante resolución de fecha 14-IV-2011 esta Alzada acepta la declinatoria formulada por su par del fuero penal y declara la competencia para entender en el recurso de apelación interpuesto por el Municipio.
Con lo anterior en vista, cabe poner de resalto que el tratamiento de la competencia –en el caso por declinatoria oficiosa- posee un medio de deducción (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 104.353 “L., J.”, res. de 10-IX-2008; Ac. 106.358 “V., L”, res. de 18-II-2009; Ac. 106.470 “V., A”, res. de 18-III-2009) y un tiempo específico para su materialización (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 106.617 “R., A.”, res. de 15-IV-2009; Ac. 107.094 “T., W.”, res. de 3-VI-2009).
En la especie, habiéndose ya expedido este Tribunal sobre la declinatoria efectuada por la Sala III de la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal del Depto. Judicial de Mar del Plata, ha quedado definitivamente saldada –conforme el régimen específicamente reglado para una declinatoria oficiosa- la cuestión atinente a la competencia de esta Alzada para intervenir en el recurso de apelación incoado por la comuna (argto. doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial Mar del Plata, Sala II in re “Rajuan”, res. del 8-8-2006), sin que corresponda frente al planteo efectuado por el accionante expedirse nuevamente sobre el asunto (doct. arts. 7 y 8 del C.P.C.C.).
Y aunque lo anterior sella definitivamente la suerte negativa del planteo, siendo que la presentación de fs. 70/74 importa la primera oportunidad del actor para introducir cuestionamiento alguno a lo resuelto por este Tribunal cabe sostener, para satisfacción del accionante, que más allá de lo impropio que resultaría reabrir la cuestión de competencia que tuviera lugar por una declinatoria oficiosa cuando ella ya ha sido resuelta de conformidad con el rito aplicable, ninguna razón atendible se ha vertido como para conmover los cimientos sobre los cuales esta Alzada apuntaló la resolución de fecha 14-IV-2011. 

Por las razones expuestas, y dando aquí por reproducidos los motivos blandidos a fs. 120/130 al postular la competencia de este Tribunal para conocer y resolver el recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de General Pueyrredon, habré de proponer al Acuerdo desestimar el cuestionamiento efectuado por el accionante.

A la primera cuestión, doy mi voto por la negativa.
El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota a la primera cuestión planteada por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:
I.1. A fs. 23/24 el titular del Juzgado en lo Correccional N° 4 del Depto. Judicial Mar del Plata dictó sentencia en el marco de la revisión judicial incoada en los términos del art. 54 del Decreto ley 8751/77 por el señor Alejandro Gustavo González contra la resolución (sentencia) del Juzgado de Faltas N° 5 dependiente de la Municipalidad de General Pueyrredon. En tal pronunciamiento, el magistrado de la instancia resolvió confirmar lo resuelto por la Juez de Faltas en cuanto halló responsable al recurrente de la infracción a la Ordenanza 6997, art. 2.1.1. Anexos I y II, empero sustituyó la pena de multa fijada en sede administrativa por la de amonestación.

Luego de efectuar una pormenorizada reseña del expediente administrativo, precisó que se encontraba debidamente acreditadada tanto la autoría como la responsabilidad del infractor, aunque consideró que correspondía morigerar la sanción impuesta por la Administración, en tanto la construcción realizada por el contraventor –consistente en la colocación de un tinglado de chapa sobre los muros perimetrales del terreno de su propiedad-, las razones que motivaron tal proceder –instalar un taller mecánico con el fin de cumplir con su rol de sostén familiar-, la ubicación del inmueble y la presentación espontáneamente realizada ante la Comuna para regularizar la situación y obtener la habilitación municipal, patentizaba la necesidad de trocar la sanción de multa por una de menor significancia.

De mantenerse la sanción impuesta por la Administración –juzgó- entrarían en conflicto valores y derechos fundamentales desde que la precaria situación socioeconómica del infractor y la circunstancia de ser el único sostén de familia –lo que se acreditara con el informe de concepto y solvencia producido en la causa- demuestra la imposibilidad de solventar la multa impuesta.
Y aunque reconociendo que la Ordenanza N° 6997 solo preve la posibilidad de imponer la sanción de apercibimiento a los profesionales que intervengan en la ejecución de obras antirreglamentarias, fue su parecer aplicar analógicamente tal supuesto a aquellos sujetos que resultaren propietarios del inmueble.
2. Alzándose contra el citado pronunciamiento, interpone recurso de apelación la Municipalidad de General Pueyrredon.
Indica que el a quo carece de toda atribución para sustituir a la Administración en la fijación y determinación de la sanción aplicable, máxime cuando la aplicada por el magistrado de grado siquiera se encuentra prevista en el marco normativo que rige el caso.

Si bien acepta que la jurisdicción pueda controlar el procedimiento de integración creativa de la discrecionalidad administrativa, recuerda empero que se encuentra vedado a los jueces sustituir el criterio adoptado por la Administración por cuanto su poder se agota en el control jurídico de la actividad administrativa careciendo de habilitación para sustituir la decisión del poder público administrativo. En tal línea de argumentación postula que, aun existiendo diversas soluciones aceptables o razonables, el juez no puede cambiar –en su visión- unas por otras, sino que debe limitarse a controlar que el criterio adoptado tenga su propia sustentabilidad. De ahí que –asevera-, resulte irrazonable el proceder del a quo cuando luego de reconocer que la decisión de la Administración resulta legítima, modifica la sanción aplicada sustituyendo una multa pecuniaria por la de amonestación.

Por fuera de lo anterior se agravia que el magistrado de grado haya llevado a cabo una revisión de los hechos considerando medios y elementos probatorios cuyo conocimiento y control en cuanto a su producción le han sido vedados, denunciando una afrenta a la garantía constitucional de defensa. Patentiza el agravio señalando que las probanzas ponderadas por el a quo fueron las fotografías incorporadas por el infractor y un informe de concepto y solvencia realizado como medida para mejor proveer por las autoridades policiales respecto de las cuales se le ha denegado toda posibilidad de controlar y/o en su caso replicar.
Argumenta que por fuera de la supuesta “delicada” situación económica del infractor –a cuya convicción arriba el a quo ponderando probanzas unilateralmente obtenidas en la causa- no existe basamento fáctico ni jurídico que autorice al inferior a modificar el criterio de la autoridad administrativa para fijar una u otra sanción.

Por último, considera que al haberse encontrado debidamente acreditada la autoría y responsabilidad del infractor, la única sanción aplicable resultaba ser la prevista en el apartado 2.8.2 de la Ord. N° 6997, esto es, una multa de naturaleza pecuniaria por cuanto la sanción de amonestación aplicada por el a quo -prevista en el punto 2.8.1 de la Ord. N° 6997- solo alcanza a profesionales o empresas que incurrieran en omisiones de deberes o cargas formales, mas no frente a circunstancias como la de autos en las que la infracción consiste en la violación de los valores reglametarios establecidos para los indicadores de F.O.T o F.O.S. Concluyendo, asevera que el magistrado de grado ha extendido el alcance del texto legal a situaciones no previstas incurriendo, consecuentemente, en una aplicación analógica del derecho prohibida en razón de la materia comprometida.
3. A fs. 70/74 materializa su derecho a réplica el accionante.
Considera acertada la sustitución de la sanción de multa por la de amonestación en tanto la falta cometida solo ha consistido en la implementación de un cerramiento con chapas sobre los muros linderos. Tal circunstancia, sumada a la situación económica y familiar constatada mediante el acta de solvencia agregada en la causa, patentiza –en su criterio- el acierto del fallo de grado.

Agrega que no ha sido su pretensión soslayar la potestad sancionatoria comunal sino, por el contrario, que se modificara una sanción económica de carácter confiscatoria e inequitativa.

Indica que la comuna brinda tratamiento diverso según se trate de grandes empresas o de particulares, escudando o justificando a las primeras mediante “vergonzosas excepciones” y castigando a los sujetos que como en su caso, solo han construido un “tingladito”.
Por todo ello, estima que el fallo de grado –de un lado- equilibra el trato desigualitario con que el Municipio trata a los infractores y -del otro- pone límites a la voracidad recaudatoria de la Administración.

II. La respuesta afirmativa se impone.
1. Liminarmente estimo pertinente precisar que, atento haberse sorteado la etapa procesal de juicio de admisibilidad del recurso de apelación interpuesto a fs. 32/38 [v. considerando V de la res. de fecha 14-IV-2011], luce idóneo este estadio procesal para poner de resalto que el pronunciamiento en crisis ha sido dictado sin previa sustanciación de la revisión articulada en los términos del art. 54 del Dto. Ley 8751/77 [v. fs. 8], ni del escrito ampliatorio de fundamentos efectivizado por el accionante ante la jurisdicción [v. fs. 15/16], eventualidad que habilita a este Tribunal para declarar oficiosamente la nulidad de las actuaciones cumplidas, en resguardo de una de las garantías básicas de nuestro sistema constitucional, esto es, la defensa en juicio y el debido proceso legal (v. causas S.C.B.A. Ac. 34.039 “Devicenzi”, sent. del 8-X-1985; C. 104.588, “R. V. y T. L.”, sent. del 19-V-2010; doct. esta Cámara causa C-2269-DO1 “Pinamar Golf Club”, res. de 12-IV-2011).

Adviértase que el referido proceder del órgano de primera instancia patentiza un apartamiento del derecho que asiste al Municipio a ser oído en defensa de su interés, en tanto ha sido privado de la posibilidad de oponerse al reclamo jurisdiccional efectuado por el accionante y de esgrimir ante el a quo argumentos que justificasen el mantenimiento de la medida sancionatoria dispuesta por el Juzgado Municipal de Faltas.

No puede soslayarse que consumido el procedimiento administrativo mediante el dictado de la resolución sancionatoria e interpuesto por el infractor el remedio previsto por el art. 54 del Dto. ley 8751/77, deviene imperativo al organismo jurisdiccional imprimir a la causa la adecuada bilateralidad, elemento basal de todo “caso” o “controversia” (arts. 166 y 171 Const. Prov.), por cuanto la garantía de la defensa en juicio, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa (cfr. C.S.J.N. Fallos 325:806; 327:1240 –por remisión al dictamen del Procurador General-; esta Cámara causa D-134-MP1 “Ortega”, sent. de 16-IX-2008).

Recuérdese que es en el específico marco de una controversia judicial donde los magistrados, bajo ritos procesales que aseguran el debate y la prueba a las partes para que puedan presentar y defender sus posiciones, dirimen –en definitiva- la aplicación o no de una ley al caso. Tal escenario resulta afirmado por la Corte Federal como el ámbito de ejercicio de la potestad constitucional del Poder Judicial (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 269:243; 298:511 –entre otros-; S.C.B.A. causa B. 60.574 “Gurquel”, res. de 11-VII-2007).

Y no por el hecho de resultar la Comuna el sujeto emisor del acto administrativo que impone una sanción al infractor –suscripta por un Juez Municipal de Faltas [arts. 46 a 51 del Dto ley 8751/77], o por el titular del Departamento Ejecutivo comunal [arts. 52 y 53 del Dto. ley 8751/77]-, cabría desconocerse su derecho constitucional a intervenir en el proceso jurisdiccional revisor instado por el sancionado en los términos del art. 54 del Dto. ley 8751/77.

Como bien lo recordara el Doctor Severo Caballero, en los sistemas de control judicial instados a través de un recurso directo es imprescindible que se provea la adecuada sustanciación que garantice el debido proceso (cfr. C.S.J.N. Fallos 310:1129). Y tal garantía es la que ha sido inobservada por el a quo quien, una vez recepcionado el caso en revisión, no solo omitió brindar posibilidad a la Municipalidad de practicar el pertinente descargo respecto de las razones blandidas por el accionante al interponer el remedio del art. 54 del Dto. Ley 8751/77, sino tampoco lo hizo en torno al escrito de ampliación de fundamentos de fs. 15/16 y de la documentación fotográfica allí acompañada [v. fs. 17/19].
Ese defectuoso proceder, a su vez, se reitera cuando el a quo adopta –en el ejercicio válido de sus facultades- una medida para mejor proveer [v. fs. 20] para luego de su producción [v. fs. 21/22], sin más, dictar sentencia dirimiendo el asunto llevado a su conocimiento cuando ninguna intervención en el proceso tuvo la comuna accionada.
En ese contexto, validar el pronunciamiento adoptado por el a quo importaría socavar las bases sobre las cuales se asientan los principios que regulan el acceso a la jurisdicción, en particular el atinente a la necesaria configuración de un caso, causa o controversia, desde que mal pudo dirimirse “contienda” alguna cuando groseramente se ha omitido toda participación en el proceso al sujeto contra quien, en definitiva, se pretende (doct. art. 171 Const. prov., doct. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Dto. Judicial La Matanza, Sala II in re “Sinopoli”, sent. de 6-08-2002).

Como bien señala la Suprema Corte de Justicia provincial, la nulidad de oficio es un remedio extremo que debe utilizarse para beneficiar el contradictorio y la cabal concreción del principio de bilateralidad, en definitiva, la adecuada materialización del debido proceso legal [doct. S.C.B.A. causa Ac. 79.931 “A. K.”, sent de 22-X-2003 –por mayoría-). En el sentido indicado debe procederse en la presente causa.
2. Cabe añadir que la circunstancia de que el acto impugnado ante la jurisdicción emanara de la Justicia Municipal de Faltas no conlleva por esa sola razón el desconocimiento de la condición de parte –con las implicancias que tal status procesal importa- del Municipio en el especial proceso de impugnación jurisdiccional reglado por el Dto. Ley 8751/77.

Vale tal aclaración en tanto, la premisa –errónea, por cierto- en la que apontoca su razonar el magistrado de grado [tal lo que deja traslucir la resolución de fs. 43/49], resulta ser justamente la contraria a la aquí sostenida. Es que, en el citado pronunciamiento, postulando una visión sesgada de la doctrina vigente en la materia, atribuye al Juzgado Muncipal de Faltas la condición de órgano jurisdiccional administrativo con competencia para “juzgar” infracciones a las Ordenanzas locales y, por tal razón, le deniega la posibilidad de intervenir a la Administración en la instancia jurisdiccional revisora desde que –en su visión- tal proceder sería tan absurdo como tener que dar intervención al juez de primera instancia cuando su sentencia fuera atacada por vía de apelación.
Empero, contrariamente a lo sostenido por el a quo, la resolución aquí impugnada por conducto del art. 54 del Dto. ley 8751/77 no resulta sino una actuación emanada de un órgano administrativo municipal. Repárese que resulta erróneo equiparar la actuación del Juzgado Municipal de Faltas a la de un órgano jurisdiccional por cuanto dichas reparticiones públicas no integran el Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires y las funciones que ejercen y el grado de independencia con que el legislador las ha dotado, no alteran su calidad de órganos administrativos municipales (cfr. doct. S.C.B.A. causas I. 2214 “Di Mantova”, sent. de 16-II-2005; B. 65.390 “Saisi”, sent. de 15-VI-2011; esta Cámara causa A-609-MP0 “Caram”, sent. de 11-VI-2009).
Esa y no otra resulta ser la lógica con la que cabe concebir la estructura del sistema de juzgamiento de faltas a las normas municipales, máxime cuando es el propio Dto. Ley 8751/77 el que prevee –atendiendo a la diversa organización burocrática municipal- la posibilidad de que las sanciones en materia de faltas resulten, en el marco del procedimiento reglado en los arts. 52 y 53 del Dto. Ley 8751/77, dictadas también por el titular del Departamento Ejecutivo. Ello no hace sino corrobar que los Jueces de Faltas municipales no ejercen sino función administrativa (cfr. S.C.B.A. causa B. 62.266 “Andrenacci”, sent. del 8-VII-2008, del voto de la mayoría).

En suma, lo que se patentiza es el cercenamiento del derecho de la Comuna, en su condición de emisora del acto cuya legitimidad ha sido puesta en crisis, a intervenir en el proceso jurisdiccional impugnativo haciendo valer sus argumentos y pruebas en defensa de la legalidad del acto. Ello así, en tanto también el Estado, desde el mismo momento en que sus decisiones son sometidas a conocimiento de la jurisdicción resulta merecedor de idéntica tutela judicial continua y efectiva que los particulares (cfr. doct. esta Cámara causa C-1853-MP1 “Municipalidad de General Pueyrredon”, sent. de 15-IV-2011”).
Y siendo que el artículo 15 de la Carta provincial asegura la tutela judicial continua y efectiva y la inviolabilidad de la defensa de los derechos en todo procedimiento judicial (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 60.355 “Serdá”, sent. de 14-XI-2007; B. 60.042 “Peralta”, sent. de 29-XII-2009), no puedo sino descalificar el acto jurisdiccional que, cercenando toda posibilidad de esgrimir defensa alguna, desconoce que el Municipio [en su condición de gestor directo e inmediato, dentro del ámbito de sus competencias, del bien común], ostenta suficiente interés para defender la legitimidad de los actos dictados por sus órganos, aun de aquellos emanados de la Justicia Municipal de Faltas, máxime cuando en la especie, dada la naturaleza del acto estatal cuestionado en su validez podrían resultar, además, comprometidos los intereses patrimoniales de la Municipalidad (argto. doct. S.C.B.A. causas B. 64.519 “Fiscal de Estado”, res. de 23-X-2002; B. 60.898 “Fiscal de Estado”, sent. de 18-II-2004).
3. Con lo anterior, no desconozco que la normativa procesal para revisar los actos sancionatorios en materia municipal de faltas se sustentan en la necesidad de garantizar eficazmente la defensa de los derechos de los particulares ante los posibles excesos o desvíos de la Administración en su objetivo específico de satisfacer el interés público (cfr. C.S.J.N. Fallos 319:2215). Empero, tal loable finalidad lejos está de validar el avasallamiento del derecho del Municipio a bregar por la defensa de sus actos. Bastaba para paliar el vicio que porta el fallo de grado con que el a quo hubiera, aunque más no fuera por conducto de los artículos 134 y 135 del C.P.P. [argto. art. 60 del Dto. Ley 8751/77], brindado oportuna intervención al Municipio para efectivizar su eventual defensa. Mas tal reiterada omisión importa, con la mira puesta en resguardar la garantía receptada en los arts. 18 de la Const. Nac. y 15 de la local, la necesidad de declarar de manera oficiosa la nulidad de la sentencia dictada con fecha 31-08-2010 obrante a fs. 23/24 (cfr. doct. esta Cámara causa C-2269-DO1 “Pinamar Golf Club”, cit.).
III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo, declarar la nulidad del pronunciamiento de fs. 23/24 y, en consecuencia, disponer que otro juez hábil, previo resguardo del derecho del Municipio a efectivizar su defensa, dicte nuevo pronunciamiento dentro del plazo legal (art. 168 y 171 de la Constitución provincial). En cuanto a las costas de la alzada, atento el modo de solución propuesto y dado que ninguna de las partes reviste objetivamente la condición de vencida, propicio su distribución en el orden causado (argto. 68, segundo párrafo y 274 del C.P.C.C.; argto. doct. esta Cámara causa A-1260-MP0 “Arizona”, sent. de 11-V-2010).

A la segunda cuestión planteada, voto por la afirmativa.

El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota a la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo no suscribe la presente sentencia por hallarse en uso de licencia.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Desestimar el cuestionamiento de competencia efectuado a fs. 70/74 por el accionante (arg. arts. 7 y cctes. del C.P.C.C.; doct. y jurisprudencia cit.).

2. Declarar la nulidad del pronunciamiento dictado a fs. 23/24 y, en consecuencia, disponer que otro juez hábil dicte nuevo pronunciamiento dentro del plazo legal, previo resguardo del derecho de defensa de la Municipalidad de General Pueyrredon [arts. 15, 168 y 171 de la Constitución provincial; doct. cit; arg. arts. 134 y 135 del C.P.P.].

3. Atento la nulificación oficiosa del pronunciamiento, distribuir las costas de Alzada en el orden causado (argto. arts. 68, 2da. parte y 274 del C.P.C.C.).

4. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del decreto ley 8904/77).
Regístrese. Notifíquese por Secretaría y devuélvase al Juzgado de origen a sus efectos. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
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